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PROYECTO DE CIRCULAR SOBRE ASISTENCIA TÉCNICA EN MATERIA DE PREVENCIÓN DEL ACOSO LABORAL, SEXUAL Y VIOLENCIA EN EL TRABAJO EN CENTROS EDUCATIVOS, ASPECTOS SOBRE LA CALIFICACIÓN DE ORIGEN DE PATOLOGÍAS DE SALUD MENTAL Y OTRAS MATERIAS

La Superintendencia de Seguridad Social, en uso de las facultades que le confieren los artículos 2°, 3°, 30 y 38 letra d) de la Ley N°16.395, lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley N°16.744 y las atribuciones que le otorga la Ley N°21.809, sobre convivencia, buen trato y bienestar de las comunidades educativas, presenta el presente proyecto Circular por el cual imparte instrucciones a los organismos administradores del Seguro de la Ley N°16.744, sobre la asistencia técnica que deben otorgar a las entidades empleadoras del sector educacional, en materia de prevención del acoso sexual, laboral y violencia en el trabajo, y respecto de la calificación del origen de patologías mentales, modificando el Compendio de Normas del Seguro Social de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Ley N°16.744.
Los aspectos regulados modifican en particular los Títulos II y III del Libro III. Denuncia, calificación y evaluación de incapacidades permanentes; los Títulos I y II del Libro IV. Prestaciones preventivas y el Título II del Libro IX. Sistemas de información, todos del compendio de normas del seguro social de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de la Ley N°16.744
En los últimos años, la ratificación del Convenio N°190 sobre la violencia y el acoso de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo y su programa, la Ley N°21.643 (Ley Karin) y su reglamento, han contribuido para establecer pilares para un nuevo marco regulatorio de estas materias y han tenido como objetivo tanto la prevención como la eliminación del acoso y la violencia en el trabajo, con ello hacer efectivo el derecho fundamental de las personas trabajadoras a trabajar en un ambiente laboral seguro y saludable.
Estas iniciativas han otorgado atribuciones a la Superintendencia de Seguridad Social, en particular para que imparta directrices a las entidades administradoras del Seguro de la Ley N°16.744 para que otorguen en este contexto las prestaciones tanto preventivas como curativas.
La Ley N°21.809, sobre convivencia, buen trato y bienestar de las comunidades educativas sigue profundizando en la misma línea indicada. 
Señala dicha ley que es deber del Estado promover la buena convivencia, el buen trato y la no discriminación arbitraria, así como proponer medidas y orientaciones para la erradicación de todos los tipos de acoso, violencia y actos de discriminación entre los integrantes de las comunidades educativas. Asimismo, promover el bienestar socioemocional, el aprendizaje y la educación integral en las comunidades educativas, como propender al desarrollo de medidas y orientaciones para la protección de los entornos de los centros educativos, con el objeto de prevenir situaciones de acoso y violencia en el trabajo.
La Ley N°21.809 establece que será esta Superintendencia quien deberá entregar las directrices específicas para determinar los riesgos derivados de las condiciones y modalidades del sector, las que deberán ser consideradas por los organismos administradores del Seguro de la Ley N°16.744 en la asistencia técnica para la elaboración e implementación de los protocolos de prevención del acoso sexual, laboral y la violencia en el trabajo. 
Así también la norma, ya indicada, determina como exigencia especial que, en la calificación de origen de una enfermedad de naturaleza mental que afecte a alguna persona trabajadora de la educación, se deban considerar antecedentes sobre el acoso y violencia laboral como lo son los que consten en Superintendencia de Educación y en los propios establecimientos.
Dichas medidas, resultan del todo necesarias: El sistema de educación en Chile se ha visto tensionado por diferentes hechos de violencia y acoso de público conocimiento, que han involucrado e impactan tanto a las personas trabajadoras de la educación como a los propios alumnos e incluso a sus padres y apoderados.
En este aspecto, si bien la citada Ley N°21.809 reitera que son los sostenedores de los establecimientos educacionales, como entidades empleadoras, los primeros llamados para adoptar medidas de prevención, investigación y sanción de conductas de acoso sexual, laboral y de violencia en el trabajo, como contar con los protocolos y procedimientos de investigación, el énfasis ya no se limita a la convivencia escolar de los estudiantes, sino que extiende expresamente la protección a docentes, asistentes de la educación, equipos directivos y demás trabajadores.  De esta forma, se reconoce con ello que las agresiones, amenazas, situaciones de acoso y factores de riesgo psicosocial presentes en las comunidades educativas, constituyen riesgos laborales que deben ser gestionados preventivamente por parte de las entidades empleadoras con el objeto de contar con espacios laborales seguros y saludables.
Uno de los cambios más relevantes de la regulación emitida por esta Superintendencia, consiste en reconocer que las personas trabajadoras de la educación pueden verse afectados por conductas provenientes no solo de compañeros de trabajo o jefaturas, sino también de alumnos, padres, apoderados y terceros relacionados con la actividad educativa. Estas situaciones pasan a ser consideradas dentro de la gestión preventiva obligatoria de los establecimientos.
Los sostenedores deberán elaborar, implementar y mantener actualizado el protocolo de prevención del acoso y violencia en el trabajo. Este protocolo deberá construirse con participación efectiva de los trabajadores a través de sus representantes, sindicatos y del equipo de convivencia escolar. Además, deberá contener mecanismos de identificación de riesgos, medidas preventivas, programas de capacitación, indicadores de seguimiento y mecanismos de mejora continua.
En este proceso, los establecimientos deberán identificar y evaluar los factores de riesgo psicosocial que afectan a sus trabajadores. Esto incluye sobrecarga laboral, exposición a violencia, conflictos relacionales, discriminación, acoso, falta de apoyo organizacional y cualquier otra condición que pueda afectar el bienestar psicológico. La evaluación deberá considerar las particularidades del establecimiento, su nivel educativo, índice de vulnerabilidad y antecedentes de convivencia escolar.
La normativa incorpora expresamente las agresiones provenientes de alumnos, padres y apoderados como riesgos que deben ser gestionados por la entidad empleadora. Por lo tanto, gritos, amenazas, hostigamiento, agresiones físicas, violencia digital, por medio de mensajería, redes sociales y cualquier conducta que afecte la integridad de los trabajadores, deberán ser consideradas en los procesos preventivos y en la evaluación de riesgos, con el objeto de adoptar medidas preventivas y/o correctivas.
Por su parte, en lo que respecta a la capacitación obligatoria, todas las personas trabajadoras, incluyendo directivos y jefaturas, deberán recibir capacitación periódica y verificable en prevención del acoso laboral, acoso sexual, violencia en el trabajo, conductas incívicas, sexismo, resolución de conflictos, canales de denuncia y medidas de protección. El objetivo es fortalecer una cultura organizacional basada en el respeto, el buen trato y la prevención.
Además, el equipo de convivencia escolar, incluido el encargado de la coordinación de dicha convivencia, adquiere un papel relevante en la identificación de riesgos, participación en la elaboración del protocolo y seguimiento de medidas preventivas. 
Asimismo, los establecimientos deberán implementar medidas de resguardo para denunciantes, víctimas, testigos y denunciados, garantizando confidencialidad, privacidad, protección de la honra y prevención de represalias. La gestión de las denuncias deberá resguardar tanto el debido proceso como la integridad de todas las personas involucradas.
Las nuevas exigencias obligan a los establecimientos a desarrollar sistemas más robustos de gestión de riesgos psicosociales. Ya no será suficiente reaccionar frente a incidentes; será necesario demostrar acciones preventivas, indicadores, programas de trabajo, capacitaciones y evidencia de mejora continua.
Las instrucciones exigen que la asistencia técnica deje de ser estandarizada y pase a estructurarse sobre la realidad específica de cada establecimiento educacional. Los organismos administradores deberán considerar variables como nivel educativo, tamaño del establecimiento, vulnerabilidad, antecedentes de convivencia escolar, riesgos psicosociales y características organizacionales para diseñar sus acciones preventivas.
Se refuerza la obligación de apoyar la elaboración e implementación de protocolos destinados a prevenir el acoso laboral, el acoso sexual y la violencia en el trabajo, promoviendo mecanismos permanentes de seguimiento, evaluación y mejora continua.
Se les indican los factores que deben evaluarse, incorporando exigencias emocionales, liderazgo, carga de trabajo, apoyo organizacional, violencia externa, discriminación, conflictos y demás riesgos propios del trabajo educativo.
En materia de calificación de enfermedades, el proyecto incorpora criterios especiales para la investigación del origen laboral de enfermedades de salud mental tratándose de trabajadores del sector educación. Para ello, los organismos administradores deberán requerir antecedentes tanto al establecimiento educacional como a la Superintendencia de Educación respecto de investigaciones, sanciones o procedimientos vinculados con violencia, acoso o discriminación. Dichos antecedentes deberán analizarse de manera fundada y quedar debidamente registrados en el expediente administrativo, fortaleciendo la objetividad y trazabilidad del proceso calificatorio.
En materia de Reporte, la propuesta incorpora nuevas obligaciones de registro, trazabilidad y reporte mediante el Sistema GRIS, distinguiendo expresamente las asistencias técnicas efectuadas al sector educación. Además, exige mantener registros específicos, elaborar planes de trabajo diferenciados y adaptar el contenido del Anexo N°53.
El proyecto fortalece el principio preventivo que inspira el sistema de seguridad social, privilegiando intervenciones tempranas y una gestión basada en evidencia. Del mismo modo, mejora los mecanismos de fiscalización mediante obligaciones documentales y reportes periódicos, facilitando el control del cumplimiento por parte de la autoridad.
Las modificaciones propuestas representan un cambio significativo en la forma en que los organismos administradores deberán prestar asistencia técnica al sector educación. La circular profundiza el enfoque preventivo, reconoce la violencia ejercida por terceros como un riesgo laboral relevante, fortalece la coordinación entre convivencia escolar y prevención de riesgos, establece mayores estándares para la evaluación de enfermedades mentales y mejora los mecanismos de trazabilidad y fiscalización. 
En definitiva, las entidades empleadoras, en particular las comunidades educativas con motivo de la Ley N°21.809, deberán adoptar una mirada preventiva e integral, incorporando la realidad de las comunidades educativas y desarrollando mecanismos efectivos para proteger a quienes desempeñan funciones docentes, directivas y de apoyo.


Para efectuar comentarios al presente proyecto de circular, se solicita enviar el archivo que se adjunta a continuación, a los correos electrónicos oficinadepartes@suseso.cl o isesat@suseso.cl. (uno de ambos), hasta el día 24 de julio del año en curso.
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	PERSONA O ENTIDAD QUE EFECTÚA EL COMENTARIO U OBSERVACIÓN
	SECCIÓN O NÚMERO, EN EL COMPENDIO O  PROYECTO DE CIRCULAR, OBJETO DEL COMENTARIO
	TÍTULO DE LA SECCIÓN DEL PROYECTO O COMPENDIO,  OBJETO DEL COMENTARIO
	TEXTO DE LA SECCIÓN DEL PROYECTO DE CIRCULAR OBJETO DEL COMENTARIO
	COMENTARIOS
DE LA PERSONA O ENTIDAD

	Ejemplo:

Mutualidad de Empleadores
	Ejemplo:

Número 1, Letra A, Título II, Libro IV
	Ejemplo:
1. Actividades permanentes de prevención de riesgos laborales

	Ejemplo:
La expresión "actividades permanentes de prevención de riesgos", está referida a todas aquellas gestiones, procedimientos o instrucciones que los organismos administradores deben realizar dentro del marco legal y reglamentario vigente, en relación con la naturaleza y magnitud del riesgo asociado a la actividad productiva de sus trabajadores independientes y entidades empleadoras afiliadas y que éstas deberán implementar, cuando corresponda, con el concurso de los Departamentos de Prevención de Riesgos Profesionales y/o de los Comités Paritarios, según sea el caso, con independencia de la ocurrencia o no de siniestros de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales.
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